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¿Es el principio de planeación una herramienta efectiva contra la Corrupción en la 

Contratación estatal? 

  Jazmín Roció Alfonso Valderrama*

 

Resumen  

Con la expedición de la Ley 80 de 1993, el gobierno colombiano busco blindar las 

actividades administrativas que debía realizar al momento de adelantar un proceso de contratación 

para la adquisición de bienes y servicios, es por esta razón, que articuló la Ley 80 de 1993, de tal 

manera que incluyera un marco normativo amplio y especifico; pero también tipificó y baso sus 

actuaciones en una serie de principios legales y constitucionales, que debían ser aplicables a la 

gestión contractual del Estado. De esta manera el principio de planeación nace como el referente 

de las entidades estatales por medio del cual se pueda realizar un control de carácter efectivo en 

todas las etapas que involucran la contratación pública, sobre todo pues se considera que por su 

carácter de tipo preventivo, la administración puede planear de una forma concreta, real y seria 

cada uno de los procesos por los cuales pueden adquirir los bienes y servicios que necesitan para 

su buen funcionamiento, sin permitir que estos procesos se vean inmersos en actividades o 

procedimientos denominados de Corrupción cuyo único propósito es el beneficio  patrimonial a 

particulares y el menoscabo de los intereses del Estado Colombiano,  
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Abstract:  

With the issuance of Act 80 of 1993, the Colombian government sought to shield the 

administrative activities that it had to carry out in the process of contracting for the acquisition of 

goods and services. For this reason, it articulated Law 80 of 1993, In such a way as to include a 

broad and specific regulatory framework; But it also typified and based its actions on a series of 

legal and constitutional principles, which should be applicable to the contractual management of 

the State. In this way the planning principle is born as the referent of state entities through which 

effective control can be carried out in all stages involving public procurement, especially since it 

is considered that because of its preventive nature, The administration can plan in a concrete, real 

and serious manner each of the processes by which they can acquire the goods and services they 

need for their proper functioning, without allowing these processes to be immersed in activities or 

procedures called Corruption whose sole Purpose is the patrimonial benefit to individuals and the 

impairment of the interests of the Colombian State, 

Key words: Procurement, Principles, Planning, Corruption, Administration 

Introducción 

Con la promulgación de la Constitución Política Colombiana de 1991(de ahora en adelante 

CPC), nuestro país realizo cambios radicales no solo en la Concepción del Estado, sino que marco  

también una transformación institucional y social en nuestro país, pues con su implementación 

surgió una interacción totalmente diferente entre el estado y sus gobernados, pero sobre todo se 

logró una  inclusión de todos los estamentos de nuestra nación (Sociedad civil, fuerza pública, 

grupos al margen de la ley), así mismo la creación de órganos e instituciones independientes, cuya 

única finalidad fue la protección del ciudadano, de esta manera nacieron órganos como la Corte 

Constitucional y la Defensoría del Pueblo;  de tal forma que se le otorgo el poder absoluto al pueblo 
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como constituyente primario, y se incluyeron los derechos fundamentales como el eje de 

aplicación fundamental de la Carta Constitucional. 

De la misma manera nuestro país dejo de ser un Estado de Derecho que según Garcia L 

(2010) se debe entender como “el paradigma de la dogmática jurídica, la cual se crea en propuestas 

legales abstractas, impersonales y coercitivas, formuladas por el monopolio de poder público 

centralizado (el Estado), interpretadas y aplicadas por órganos (poder judicial) y por funcionarios 

estatales (los jueces)”; entrando en contradicción el significado de poder para la rama judicial, al 

ser ésta un mero aplicador de las normas preestablecidas sujeto al imperio de la ley”. p. 184.  y  

empezó a denominarse a sí mismo como un Estado Social de Derecho (de ahora en adelante ESD) 

que como sostiene Garcia L, “La definición básica de ESD fue fundada en principios 

constitucionales como el de la: “dignidad humana, el trabajo, la solidaridad y en la prevalencia del 

interés general etc.” P. 189. y que se encuentra   enunciado en la CPC de la siguiente manera: 

Art 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma 

de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 

democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, 

en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 

interés general. 

Sin embargo el hecho que esta figura esté debidamente planteado en la Constitución no 

implica que de manera inmediata el gobierno lo hubiese podido implementar, pues la inexperiencia 

y la falta de instituciones demoraron su concretización,  pues segun Villar L (2007) “El Concepto 

de ESD que inicialmente tenía una definición vaga y general, se ha ido concretando a través de la 

legislación y la Jurisprudencia. Su aplicación puede decirse que comprende principios como el de 

la dignidad humana, el libre desarrollo de la personalidad, derecho a la vida y la integridad 
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personal, el principio de igualdad, prohibición de discriminación, el derecho a la vida,  el derecho 

a la vivienda, a la educación”. p 83. 

Ahora bien la Corte Constitucional Colombiana mediante Sentencia T-406 de 1992, hace 

un estudio minucioso y detallado del ESD y de las obligaciones que como consecuencia de esta 

Administración debe asumir con sus asociados  de tal manera que el alto tribunal en esta 

manifiesta:   

“1. Lo primero que debe ser advertido es que el término "social", ahora agregado a la 

clásica fórmula del Estado de Derecho, no debe ser entendido como una simple muletilla 

retórica que proporciona un elegante toque de filantropía a la idea tradicional del derecho 

y del Estado. Una larga historia de transformaciones institucionales en las principales 

democracias constitucionales del mundo, está presente para dar testimonio de la 

trascendencia de este concepto.” 

“2. La incidencia del Estado social de derecho en la organización sociopolítica puede 

ser descrita esquemáticamente desde dos puntos de vista: cuantitativo y cualitativo. Lo 

primero suele tratarse bajo el tema del Estado bienestar (welfare State, stato del benessere, 

L'Etat Providence) y lo segundo bajo el tema de Estado constitucional democrático. La 

delimitación entre ambos conceptos no es tajante; cada uno de ellos hace alusión a un 

aspecto específico de un mismo asunto. Su complementariedad es evidente.” 

En la misma manera la Constitución política colombiana expresa: 

Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, 

promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 
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que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 

defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 

convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

 Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para 

asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

Para poder cumplir con los fines y las obligaciones anteriormente expuestas el Estado 

colombiano, debió fortalecer todas las instituciones y Entidades que lo conformaban; de tal manera 

que tuviera un estado sólido y diligente con la suficiente capacidad administrativa y económica de 

adquirir bienes y servicios, tratar temas de infraestructura y demás; que suplieran las necesidades 

que los ciudadanos requerían, todo pensado bajo el presupuesto del interés general, que es la 

calidad que debe direccionar la aplicación de los fines y valores constitucionales y que debe 

irradiar todo el ordenamiento jurídico. Merki A (2004) afirma “De esta manera, el interés general 

paso de ser el núcleo del derecho administrativo a convertirse en un criterio fundamental para 

determinar la necesidad de la intervención de la administración pública y de la jurisdicción  

contencioso administrativa”, y en concordancia con el manejo adecuado de los recursos fiscales 

que para ello se destina; pues en muchas ocasiones estos recursos no son manejados por las 

entidades de una manera responsable y terminan perdiéndose en manos de privados de tal manera 

(Rivero Y, 2004) “que en el estado social, la administración pasaba de ser una mera espectadora 

de la realidad social a ser clara protagonista de la misma, a través de una acción que busca favorecer 

las condiciones de igualdad entre los ciudadanos, salvaguardar las garantías ofrecidas por el Estado 

de Derecho y satisfacer las necesidades públicas” 
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Para continuar se puede determinar entonces, que no era suficiente con un Estado fuerte, si 

no que también debían implementarse mecanismos y controles que pudieran hacer de la 

Contratación estatal una herramienta eficaz y efectiva, con un ordenamiento jurídico especifico y 

con personal humano con las capacidades y conocimientos especializados en la materia pues tal y 

como sugiere Castro, García y Martínez (2010)  “El concepto mismo del servicio público fue 

concebido a su vez en dos sentidos: En primer lugar, el concepto orgánico, en el cual se identifica 

con un organismo integrado por hombres en quien encarna la competencia técnica, resultando una 

operación de gestión pública en virtud del principio de separación de poderes. En segundo lugar 

el concepto material clásico en el cual lo esencial es la realización de una actividad para la 

satisfacción de un interés general”, lo cual se resume en la gran importancia y responsabilidad que 

conlleva en el ordenamiento jurídico el cumplimiento de los fines del Estado. 

Asi mismo que entre la necesidad latente de ejecutar y contratar los servicios y el miedo 

por la no adecuada utilización de los recursos, el Gobierno decidió  promulgar la Ley 80 de 1993 

que introdujo un cambio sustancial en la regulación normativa de la contratación estatal en 

Colombia. Así, contrario al régimen anterior excesivamente reglamentario contenido en el Decreto 

Ley 222 de 1983, la Ley 80 de 1993 fue concebida como una ley de principios orientadores de la 

gestión contractual del estado,  

Por lo tanto es la misma ley la que  reconoce que los principios tienen carácter fundamental 

dentro de la sociedad,  y demuestra el valor que se les ha otorgado dentro de una adecuada 

organización del estado, que su aplicación constituye un deber para los servidores públicos y por 

lo tanto sirven como garantía para los administrados ya que poseen la misma validez jurídica que 

la normatividad especifica que el gobierno ha promulgado. Es por eso que los principios 

constitucionales de la función administrativa tienen tal poder vinculante, que su inobservancia 
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afecta la nulidad absoluta de los actos administrativos, pues no se trata de normas éticas, si no de 

verdaderos corolarios de los derechos fundamentales. P 79 (Matallana E) 

De esta manera y basado en la importancia que tienen los principios en la contratación, la 

administración, decidió aplicar el principio de Planeación estatal en los diferentes procesos de 

contratación que la administración debía realizar, esto fundado en que dicho principio es el que 

contiene la virtud y la característica de contestar preguntas importantes que la Administración se 

planteaba en la contratación como podrían ser ¿Que necesita la entidad para cumplir sus 

obligaciones? ¿Qué bienes y servicios pueden adquirir?, ¿Cómo se va a cumplir los objetivos 

planteados en la adquisición de un bien determinado y si la manera en que van a ser adquiridos en 

la idónea?, ¿Cómo adquirir un bien o servicio que se ofrezca de buena calidad? ¿Cómo evitar que 

los recursos estatales caigan en detrimento o que aquellos que el Estado invierta lo sean de manera  

justa? Pero sobre todo ¿Cómo lograr cubrir la necesidad para las cuales están destinados y por 

medio de qué mecanismos poder hacerlo?, si bien estas situaciones eran comunes, la verdad es que 

en un inicio estaban muy poco desarrolladas por el Estado, no solo por la falta de legislación que 

dictara los lineamientos a seguir por las Entidades para la compra de los mismos, sino por la 

inexistencia de mecanismos de control que pudieran ejercer  una inspección verdadera a las 

adquisiciones hechas por la administración, la calidad y la idoneidad de los bienes adquiridos , lo 

cual conllevaba, que de manera frecuenten terminaban de algún modo con la implicación de un 

hecho o la aplicación de alguna forma de corrupción. 

Ahora bien como se dijo anteriormente el Estado Colombiano busca constantemente luchar 

contra la corrupción y como una de esas herramientas decidió enfocarse en el Principio de 

Planeación como forma de poder contrarrestar las omisiones y hechos que pudieran desembocar 

en estos hechos de corrupción, por lo tanto para poder entender como el principio de  Planeación   
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Estatal puede controlar, contrarrestar o luchar contra hechos de corrupción en la contratación 

debemos partir del conflicto que existe entre la corrupción y la planeación y partir de  debemos 

entender estos dos términos, los cuales son la base fundamental de este conflicto y que son los  

más importantes y que predominan en este documento. 

El primer término la palabra corrupción proviene etimológicamente del verbo de latín 

curruptus, que significa descomposición, podredumbre o desintegración, es una apropiación de 

carácter personal y egoísta de una parte del erario público de la misma, que integra múltiples 

saberes y metodologías, que puede ser aplicada en todos los campos de intervención del ser 

humano, en la naturaleza y en la sociedad en el mismo sentido significa: corromper, alterar, 

descomponer, cambiar la naturaleza de una cosa volviéndola mala, quebrantar la moral de la 

administración pública o de los funcionarios. La perpetuación en el poder para beneficiarse 

individualmente por encima de los intereses colectivos. Asi mismo “La corrupción es el uso de 

funciones y atribuciones estatales para obtener o conceder beneficios particulares en antítesis con 

las disposiciones legales y normativas existentes en el momento histórico”. De la misma manera 

(1998, Eduardo Wilis Herrera) “Relación entre corrupción y proceso de descentralización en 

Colombia”, define la corrupción como un intercambio clandestino entre dos mercados, el mercado 

político y/o administrativo y el mercado económico y social. Este intercambio se realiza a 

escondidas pues viola las normas públicas, jurídicas, éticas y sacrifica el interés general a favor de 

los intereses privados. Lo que implica que este es un hecho ilegal, ilícito e ilegitimo, por medio 

del cual una persona, al servicio o no del Estado, busca obtener un resultado, o una decisión que 

le satisfaga ambiciones económicas o políticas. De la misma manera la corrupción viene a ser la 

materialización de un propósito deliberado de obtener un provecho personal, con base en un cargo 

o en una posición de privilegio que se ocupa  
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Ahora cuando se habla de Planear se debe hablare de prever para dirigir el camino hacia la 

consecución de una meta; administrar, para ir paso a paso, bajo circunstancias en las que concurren 

tanto elementos determinados como elementos y factores que son aleatorios. Es tener un plan, una 

proyección, una ruta previamente trazada, algo de lo cual se dispone antes de empezar una obra 

pública o un proceso a seguir.  Planificar se relaciona con la optimización de recursos, de hacerlos 

alcanzar para la adquisición de lo que la Entidad necesita, de llevar a cabo un objetivo con los 

medios con que se cuenta, de ejercer un control sobre ejecutores, acciones e insumos, paso a paso 

durante las diferentes etapas del desarrollo de la obra pública o del proceso contractual que 

adelanto; es Asi mismo poder desplegar una estrategia económica para hacer rendir al máximo los 

medios con que se cuenta ante necesidades que exceden los recursos. Es un proceso dinámico y en 

continuo cambio. 

La planeación es un sistema trasversal para el correcto ejercicio de la función 

administrativa, por lo tanto el Principio de Planeación  se entiende como el desarrollo de una 

estrategia general y unos pasos de enfoque detallado al proceso consciente, racionalizador y 

orgánico mediante el cual y con referencia a un lapso se predeterminan con precisión la conjunción 

de los fines perseguidos por el Estado y los medios de acción para lograrlos. Así mismo la finalidad 

esencial  con la Planeación es que la administración pueda manejar los procesos contractuales  

desde antes del nacimiento de la relación contractual, de tal manera que pueda prever de forma 

anticipada cualquier problema o inconveniente que se pueda presentar en cualquiera de las etapas 

a que deba enfrentarse, pero no solamente esto si no que pueda escoger el proceso, procedimiento 

o el contratista idóneo que va a prestar el servicio o realizar la obra para el que fue contratado; de 

ahí el interés que tuvo el legislador respecto a la planeación, pues debe existir plena certeza y 

conocimiento respecto de las necesidades y los inconveniente que la administración pública 
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pretende solventar mediante la contratación estatal, de forma tal que tenga absolutamente claro el 

proceso contractual. En el mismo sentido, el propósito del legislador fue propender por la 

racionalización de los recursos públicos y evitar que estos recursos queden en manos de 

particulares de una forma indebida y, en razón a ello, es que se impuso en cabeza del estado el 

deber de actuar en forma diligente y coherente en tratándose de las decisiones que adopte 

encaminadas al cumplimiento de las finalidades públicas que manifestó como esenciales y por las 

cuales está llevando a cabo procesos de contratación, pues según cifras emitidas por diferentes 

órganos aproximadamente el 70% del presupuesto Estatal se ejecuta a través de contratos 

(Transparencia Internacional, 2010), por lo cual, la existencia de corrupción en la contratación, 

menoscaba los recursos, que serían destinados a satisfacer las necesidades de los ciudadanos. 

En este orden, el Consejo de Estado ha sido enfático en que la importancia y pertinencia de 

la aplicación de los principios de la contratación estatal, radica en que estos son medios adecuados 

para el cumplimiento de logros y objetivos con eficiencia y eficacia, puntualizando en que cuando 

falla la realización de una obra pública, debe considerarse como causa probable la ocurrencia de 

fallas en la planeación o la ausencia de planeación.  

En esta perspectiva, la planeación, la totalidad de sus exigencias constituyen sin lugar a dudas un 

precioso marco jurídico que puede catalogarse como requisito para la actividad contractual. Es 

decir que los presupuestos establecidos por el legislador, tendientes a la racionalización, 

organización y coherencia de las decisiones contractuales, hacen parte de la legalidad del contrato 

y no pueden ser desconocidos por los operadores del derecho contractual del estado. En otras 

palabras, la planeación tiene fuerza vinculante en todo lo relacionado con el contrato del Estado. 

Aponte Díaz, Iirana (2014). Uno de los elementos más destacados de un modelo de planeación es 
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su capacidad predictiva en términos científicos, es decir, de anticipar comportamientos futuros, de 

fenómenos que previamente han sido estudiados y de los cuales se ha podido de manera hipotética-

deductiva, establecer regularidades expresadas en términos de causa y efecto, de medios y 

resultados (p 62). Entonces, la planeación conjuga no solo el elemento de prevencion, atribuido a 

la ciencia, sino que también concurre el factor de intervención de la ingeniería y la administración 

que son aquellos por los cuales se produce resultados, además que afecta la realidad física y social, 

y con estos se pueden moldear y obtener objetivos claramente definidos dentro del marco de 

factibilidad, establecido de manera científica y técnica con base en los recursos disponibles, lo que 

determina que el principio de planeación debe revisar todas las variables del contrato estatal, para 

la realización de estudios previos tomando no solo los aspectos esenciales del contrato (valor, 

precio, selección, riesgos) si no que por medio de estos podemos determinar las cualidades y  las 

especificaciones técnicas que deseamos que cumplan. De la misma manera en que Gimeno et al. 

(20016) escribe, Resulta necesario que todas las condiciones y modalidades del procedimiento de 

licitación estén formuladas de forma clara precisa e inequívoca en el anuncio de licitación o en el 

pliego de condiciones, con el fin de que una parte, todos los licitadores racionalmente informados 

y normalmente diligentes puedan comprender su alcance exacto e interpretarlos de misma forma 

y por otra parte la entidad adjudicadora pueda comprobar que efectivamente que las ofertas 

presentadas por los licitadores responden a los criterios aplicables al contrato de que se trate. P. 

20. 

Ahora del estudio de los componentes normativos del principio de la planeación deducimos 

que el legislador les indica con claridad a los responsables de la contratación estatal en el derecho 

colombiano ciertos parámetros que deben observarse para satisfacer ampliamente el principio de 

orden y priorización en materia contractual. En este sentido, observamos en la ley de contratación 
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parámetros técnicos, presupuestales, de oportunidad, de mercado, jurídicos, de elaboración de 

pliegos y términos de referencia que deben observarse previamente por las autoridades para 

cumplir con el principio de la planeación contractual, pues se trata de exigencias que deben 

concretarse con la debida antelación a la apertura de todos y cada uno de los procesos que se 

desarrollan por las entidades y que se deben atender en la escogencia de contratistas 

Ahora bien la planeación estatal se nombró por primera vez en la legislación colombiana 

en la Constitución de 1958 de una manera sucinta, y menciono así mismo en el decreto ley 1958 

de 1958 por el cual nace el departamento de Planeación en Colombia, Garcia y Matinez y  sin 

embargo no fue sino hasta el decreto 150 de 1976, que estableció una regulación unificada  a los 

contratos que celebren la Nación ( ministerios y departamentos de planeación) y los 

establecimientos públicos para la adquisición de bienes y de una manera muy poco profunda, la 

cual ya contemplaba una normatividad que regulaba los procedimientos como la licitación pública, 

la licitación privada y la contratación directa. P.67 cabe precisar entonces que solo hasta después 

de la Promulgación de la Constitución nacional de 1991 la Dirección Nacional de Planeación 

adquiere una relevancia Superior, pues se convierte en el órgano encargado de crear el plan 

nacional de Desarrollo, dicta directrices del manejo de recursos y  además dicta las normas de 

Anticorrupción, así mismo hace un seguimiento a la asignación y manejo de recursos de todas las 

Entidades estatales. 

Sin embargo y debido a los constantes problemas de corrupción; la administración 

necesitaba una manera eficaz de hacer un seguimiento más concreto y efectivo, por lo cual crea lo 

que se podría considerar como la norma más importante en este campo durante los últimos años y 

es  El Estatuto de Contratación de la Administración Pública Ley 80 de 1993, que se reglamentó 

mediante el decreto 222 de 1993. 
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De esta manera, el Estatuto General para la Contratación de la Administración 

Pública, ley 80 de 1993, ha actuado como la directriz que se debe seguir  en todos los procesos de 

contratación en el país, y por medio de ella se ha logrado de una leve manera articular todos los 

postulados que se deben practicar en la contratación, pero para el tema en concreto nos limitamos 

a los artículos siguientes: 

Artículo   3º.- De los Fines de la Contratación Estatal. Los servidores públicos 

tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las 

entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación 

de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados 

que colaboran con ella en dichos fines, 

Se infiere entonces que los mandatos establecidos por el legislador tendientes a la 

racionalización, selección y aplicación a las decisiones contractuales, hacen parte de la legalidad 

del contrato y no pueden ser desconocidas, es por eso, que debe existir una ayuda mutua y 

correlación entre toda la actividad contractual y la aplicación de no solo el contrato de planeación 

estatal si no una articulación con cada uno de ellos: la imparcialidad, la selección objetiva, la 

transparencia, la publicidad etc. )  

Este mandato esta contenido específicamente en la Ley 80 de 1993  que estipula. 

Artículo   23º.- De Los Principios de las Actuaciones Contractuales de las 

Entidades Estatales. Las actuaciones de quienes intervengan en la contratación estatal se 

desarrollarán con arreglo a los principios de transparencia, economía y responsabilidad y 

de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa. Igualmente, se 

aplicarán en las mismas las normas que regulan la conducta de los servidores públicos, las 
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reglas de interpretación de la contratación, los principios generales del derecho y los 

particulares del derecho administrativo y la consecución de dichos fines. 

De tal manera que como se puede verificar, pese a que en Colombia el termino como tal 

del principio de “La Planeación en la Contratación Estatal” no está contenida en una norma 

específica como se encuentra en otros ordenamientos específicos como por ejemplo “ el decreto 

de Planeación de México que dice  “¬ARTICULO 2.-¬ “La planeación deberá llevarse a cabo 

como un medio para el eficaz  desempeño de la responsabilidad del Estado sobre el desarrollo 

integral de la Entidad y deberá atender a la consecución de los fines y objetivos políticos, sociales, 

económicos y culturales, contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

y en la Constitución Política del Estado, para ello, estará basada en los siguientes principios”; esto 

no mide la importancia de dicho principio en la legislación colombiana. 

De lo anterior se integra que en casi todos los ordenamientos modernos se basan en el 

principio de planeación como manera de controlar las actividades contractuales y que a su vez se 

han estado utilizando los principios constitucionales o legales como herramienta dogmática del 

ordenamiento jurídico al considerar los principios legales dentro de sus normas, leyes y hasta 

constituciones; pues su carácter incluyente y de amplia aplicación ha considerado necesario la 

creación de  principios generales de la contratación pública, estatal o administrativa, y de esta 

forma tener un piso jurídico que le permita  defenderse frente a la corrupción en esta materia. 

En el mismo sentido, la Corte Constitucional, mediante sentencia C-818 del 9 agosto de 

2005, ha afirmado que  los principios de la contratación estatal tienen como fin: 1) Servir de base 

y fundamento de  todo el ordenamiento jurídico; 2)  Actuar  como directriz hermenéutica para la 

aplicación de las reglas jurídicas y; 3) ser usadas como  fuente integradora del derecho, en casos 

de insuficiencia normativa, 

De acuerdo con el deber de planeación entonces los contratos del Estado “deben siempre 
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corresponder a negocios debidamente diseñados, pensados, conforme a las necesidades y 

prioridades que demanda el interés público; en otras palabras, el ordenamiento jurídico busca que 

el contrato estatal no sea el producto de la improvisación ni de la mediocridad, es debido  estas 

circunstancias que  en reiteradas ocasiones” Se piensa que en la formación del contrato estatal, la 

cantidad de formalidades que lo rodean antes de dar seguridad al Estado sobre la transparencia de 

las acciones de sus funcionarios, termina siendo un laberinto. Dussan J (2005). Pues cuanto los 

contratos estatales deben regirse por  a requisitos  

De lo anterior se deduce que la ausencia de planeación ataca la esencia misma del interés 

general, y que acarrea consecuencias gravosas y muchas veces nefastas, no sólo para la realización 

efectiva de los objetos pactados, sino también para el patrimonio público, que en últimas es el que 

siempre está involucrado en todo contrato estatal, pues se trata de exigirles perentoriamente a las 

administraciones públicas una real y efectiva racionalización y organización de sus acciones y 

actividades con el fin de lograr los fines propuestos por medio de los negocios estatales sin 

dilaciones ni artimañas. 

A su vez mediante un desarrollo Jurisprudencial como lo ha dicho en la de la Sala de lo 

contencioso Administrativo y así lo reitera ahora, en materia contractual, las entidades oficiales 

están obligadas a respetar y a cumplir el principio de planeación en virtud del cual resulta 

indispensable la elaboración previa de estudios y análisis suficientemente serios y completos, antes 

de iniciar un procedimiento de selección, encaminados a determinar, entre muchos otros aspectos 

relevantes.  

De la misma manera las entidades deberán buscar las personas idóneas no solo para la 

ejecución del contrato, sino que debe contar con personas competentes y capaces para la 

elaboración de la etapa previa en una contratación de tal manera que guie a la Entidad de una 

manera efectiva hacia su meta y cuya virtud sea que desde el nacimiento de la necesidad la 

Administración pueda determinar todos los factores a que se debe enfrentar en el proceso 
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contractual, en la ejecución del mismo y los conflictos después de su terminación; por lo tantos 

esto plantea un reto para la planeación como principio de la contratación estatal, y es que el 

concepto pase de ser un principio enunciado jurídicamente y descrito someramente en el 

ordenamiento, para que se transforme en un instrumento más técnico y por ende eficiente, que 

permita aplicar al cumplimiento de la ley, “un protocolo o manual técnico de lo que debe ser la 

planeación en materia de contratación pública. En dicho manual han de considerarse las etapas de 

contratación, pero al mismo tiempo, corroborarse en la obra ejecutada, que cumple plenamente 

con el objeto contractual y con su justificación de orden social, en términos de desarrollo y 

bienestar para la comunidad, para hacer obras que impliquen la apertura de la democracia a la 

participación en la dinámica social y económica, sobre todo para los estratos de la sociedad que 

tradicionalmente han quedado excluidos del desarrollo (Rico, 2008). 

Resulta una pena que al final el Estatuto de la Contratación pública no haya cumplido con 

la misión integradora pues desafortunadamente, la intención de hacer un estatuto de contratación 

único para las entidades estatales se ha visto frustrada desde la misma ley 80 de 1993. Llega  a tal 

punto el cumulo de excepciones al régimen de Contratación, que el Documento compes 318 del 

2002 las calcula en 35” p 74. Lo que implica que desde el mismo momento de la planeación la 

Entidad compradora, ya puede contar con una gran cantidad de excepciones a las cual recurrir para 

la adjudicación de procesos, sin el rigor que debe ser un proceso contractual como la Licitación, 

es así como  la Contratación Directa se convierte en la regla general pese a que la Ley enuncia que 

debe tener un carácter de Especial y ser utilizada solo en los casos en que la Ley lo permite 

situación que da un margen de maniobrabilidad en la contratación pues según Chavez A. (2008) 

Se pueden celebrar directamente no solamente los identificados como convenios 

interadministrativos, sino también a los que corresponden a los contratos interadministrativos. Por 
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lo tanto  la entidad estatal no se encuentra obligada a escoger por licitación a otra entidad para la 

ejecución de un contrato que en principio debiera celebrarse previo ese procedimiento de 

selección, lo cual implica un tratamiento diferente y de mejor posición para las entidades públicas 

que actúan como contratistas frente a sus particulares competidores. P 173.  Sin embargo pese a 

que se pueden realizar algunas excepciones a la contratación aún se deben seguir normas que son 

obligatorias tal y como lo explica  la sentencia 6 de Agosto de 2009.  De la sala tercera del Consejo 

de estado donde manifiesta “Justificar de manera previa a la apertura del proceso de selección de 

que se trate, los fundamentos jurídicos que soportan  la modalidad e selección que se propone 

adelantar”, sin excepción alguna. Lo anterior teniendo en cuenta que “[toda actuación derivada de 

las actuaciones, derivada de la actividad contractual, deberá ser motivada, porque así lo exige la 

Ley. Por consiguiente el ejecutivo no podrá crear excepciones que la Ley no contemplo, máxime 

cuando el procedimiento directa es excepcional y, por lo tanto, de aplicación e interpretación 

restrictiva…” 

De lo anterior ser podría concluir entonces que la Legislación Colombiana ha realizado un 

trabajo agotador en la implementación y regulación del principio de planeación como un 

mecanismo que permita combatir la corrupción desde mucho antes que aparezca,  esto teniendo en 

cuenta el carácter preventivo del mismo,  que sin embargo estos esfuerzos parecieran no ser los 

esperados, pues como se mencionó así mismo la ley ha entregado herramientas para que las 

Entidades puedan vulnerar el principio de Planeación estatal  y esto se nota no solo por la gran 

cantidad de procesos contractuales que en la última década ha tenido que enfrentar nuestro país y 

que han causado una perdida desmedida en los recursos, pues con su adjudicación indebida y no 

cumpliendo los requisitos, estos procesos de contratación no solo han causado detrimento 
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patrimonial, si no que afectado a la población en general y han ocasionado que en muchas 

ocasiones su ejecución haya demorado más de tres veces lo pactado inicialmente. 

  Así pues esto se configura como un análisis de este fenómeno tan devastador como es la 

corrupción en la contratación estatal y que debe realizarse a la luz del derecho colombiano y del 

Derecho comparado, quienes han ejercido gran influencia en combatir la corrupción en la 

contratación pública y darle un amplio margen de aplicación a la probidad administrativa, que es 

un flagelo que está presente en todos los países afectando la estabilidad de sus sistemas políticos 

y de sus instituciones, lesionando sus economías y la moral de sus sociedades, haciéndose cada 

vez más necesario, contar con análisis que permitan un mejor entendimiento del fenómeno para 

formular estrategias integrales enfocadas a su erradicación. (RODRIGUEZ, 2011, p, 30), por lo 

tanto parece que pese a que todos los esfuerzos realizados por las entidades centrales por hacer 

una contratación transparente eficaz, y moderna, estas circunstancias no han tenido el eco 

adecuado, esto sumado a que las entidades no cumple con sus deberes o buscan una manera de 

evitar cumplir con los requisitos exigidos, sumado a que los organismos de control en nuestro país 

son débiles y no ejercen su funciones, son vulnerables y permeables a la corrupción;  lo que ha 

acarreado por ejemplo que el principio de publicidad de los contratos no se cumpla pues  según 

cifras de las entidades solamente el 62% de las entidades públicas colocaron toda la información 

en el portal de contratación; de las 138 entidades evaluadas, 67 no publicaron su plan de compras 

para la vigencia 2008; los resultados indican que del total de los procesos de concurso público de 

las entidades evaluadas, 41% tuvieron únicamente un proponente y 20% sólo 2 proponentes en 

competencia; más de 52% de los procesos de concurso público de las universidades evaluadas 

tuvieron un único concursante; en el sector Defensa Nacional, la contratación con un solo 

proponente fue de 44%. De acuerdo con los datos remitidos por las 115 entidades evaluadas en 
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este indicador, el valor total de la contratación sin concurso o licitación pública fue igual a $3,6 

billones, cifra repartida entre contratos con cooperativas, urgencia manifiesta, organismos 

internacionales y contratos inferiores a 10% de la menor cuantía, lo que significa que fueron 

ejecutados a través de mecanismos que no requirieron publicidad ni pluralidad de oferentes. Para  

Morris S (1992) La corrupción generalizada produce en el publico una perniciosa “cultura de 

corrupción” que incluye la desconfianza y el cinismo hacia los funcionarios públicos, esta 

desconfianza combinada con la cancelación de programas gubernamentales que la corrupción 

acarrea, magnifica en gran medida la perdida de potencial de la legitimidad que sostiene a las 

organizaciones del Estado. P. 36 Situación muy preocupante pues tanto la corrupción reflejada en 

datos  que fácilmente se puede obtener y dar ejemplos como son los casos del carrusel de la 

Contratación,  Reficar, Las lozas de Transmilenio han demostrado que la corrupción es palpable,  

pero sobre todo que tenemos una percepción de corrupción muy grande lo que de alguna manera 

se transfiere en que cada vez los ciudadanos no creamos en los procesos contractuales ni el la 

legitimidad y Legalidad de los Actos de la administración. 

Para Matallana E. 2015.  Debemos sostener que cuando se habla de corrupción se hace alusión al 

pago de sobornos del sector privado en claro abuso de poder o autoridad, y en algunos casos 

mediante la creación de proyectos de ejecución no prioritarios, e incluso innecesarios, cuando ese 

presupuesto podría servir para mejorar la infraestructura y la calidad de la educación, los servicios 

de salud, las vías y la atención de programas de orden social para erradicar la pobreza y la miseria. 

P. según La encuesta probidad 2006 el 84,4 % de los empresarios se abstienen de participar en 

procesos de contratación con el estado porque consideran que la competencia no es justa, ya que 

ahí politización en los procesos de contratación y pagos no oficiales. La encuesta también revela 

que un 31.74% de los empresarios afirma que en un proceso de contratación con el estado, los 
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sobornos son solicitados por los funcionarios públicos y un 16,92%  considera que el empresario 

interesado es quien los ofrece. P. 58 

CONCLUSIONES  

La meta en Colombia es una contratación transparente, eficiente y eficaz, es por eso que el 

gobierno debe dejar debe expedir y crear nuevas leyes en el tema de la Contratcion publica,  pues 

su principal objetivo debe serla lucha contra la corrupción, para eso debe concentrarse en aquellas 

normas que ya existan y brindarlas o darles las herramientas efectivas, para que por medio de ellas 

se puedan evitar situaciones que malogren los procesos contractuales que el estado debe 

implementar, fortaleciendo en todas sus fases, desde la planeación hasta la liquidación de un 

contrato, pues como se pudo determinar en los procesos de selección de bienes y servicios, en 

todas las etapas existe el riesgo de permeabilidad por la corrupción.  

Además deben  existir técnicas innovadoras y controles más fuertes a las Entidades que ejecutan 

el presupuesto de la Nación, desde las Entidades de Orden Nacional, territorial y local, para ello 

estas Organizaciones deben comprometersen a cumplir con cada uno de los principios y normas 

que rigen la Contratcion, se debe exigir la publicidad sin excepción de ninguno de los procesos 

contractuales, pero sobre todo que las entidades estatales no se pueden convertir en bastiones 

políticos, por medio de loa cuales la clase dirigente Colombiana, realiza una especie de campañas 

por sus candidaturas entregando puestos de trabajos a personas no calificadas  o como cuota 

burocrática, como se hace ahora con la mayoría de los contratos de prestación de servicios de las 

entidades. 

Así mismo los órganos de control deberán actuar de manera coordinado, pues en este momento no 

existe en Colombia una política de integración entre instituciones que permita que un delito 
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patrimonial por la contratación indebida y la malversación de recursos, sea perseguida de manera 

integral, sino que cada área  deberá determinar la culpabilidades en un respectivo juicio ya sea uno 

de carácter disciplinario, de carácter penal, y de carácter fiscal; procesos que son realizados por  

entidades distintas, sin que exista un principio de cooperación real, lo que hace que los procesos 

sean muy lentos para el fallo, así mismo, que si se emite una sentencia de carácter condenatorio 

las penas sean demasiado blandas con tiempo muy cortos en prisión y con gran cantidad de rebajas 

por acuerdos firmados con la fiscalía, de tal manera que con respecto a la devolución  de los 

recursos, estos no son incorporados a las arcas de la nación por partir de estas personas, sino que 

es la Nación la que debe buscar nuevamente del presupuesto para poder terminar o ejecutar las 

obras. 

También debe existir una homogeneidad para la adquisición de bienes y la implementación de  

todos los contratos con las mismas características, para esto, las instituciones como la Contratación 

Directa deben estar más reglados, pero sobre todo que se cumplan las normas ya establecidas; pues 

pese a qu existen las modalidades que las entidades deben implementar, también es cierto que las 

mismas pueden incurrir en un alto porcentaje de corrupción, pues por medio de algunas 

modalidades se están blindando la oportunidad de realizar un proceso contractual más ágil, pero 

sobre todo sin el cumplimiento de procesos más largos y públicos, de tal manera que yo puedo 

direccionar mi contrato para que por medio de un Contrato o un Convenio Interadministrativo una 

entidad me preste este servicio de tal manera que pese a que la Ley me entrega esta opción como 

una excepción se convierte en la regla general de la contratación de las entidades y por medio del 

cual yo realizo la mayoría de la contratación estatal.. 

Por ultimo resulta paradójico que la herramienta  que la Administración y el estado haya escogido  

para combatir la corrupción estatal, termine siendo una de las causantes de gran parte de ella, pues 
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los procesos contractuales en muchas ocasiones ya vienen direccionados y viciados desde la misma 

etapa de planeación, ya que el funcionario ha recibido contribuciones monetarias, políticas o 

presiones que impiden una planeación real,  por lo consiguiente las especificaciones dadas para la 

celebración de estos procesos no son reales o confiables, si no que antes de la misma elaboración 

de los estudios previos la entidad ya sabe cual contratista será elegido para la adjudicación y 

ejecución del contrato, sin importar si este se encuentra en la capacidad, económica, jurídica, o 

tecnológica para un adecuado desarrollo del proceso contractual. 
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